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DERECHO FUNDAMENTAL A LA PERSONALIDAD JURÍDICA / ENTREGA CÉDULA DE CIUDADANÍA / HECHO SUPERADO / “Este Tribunal advierte que si bien es cierto en principio la Registraduría Nacional del Estado Civil había omitido dar una respuesta al accionante, también lo es que en el transcurso de trámite de la demanda de tutela, se logró determinar que esa dependencia emitió una respuesta dirigida al señor Gabriel Antonio García Velásquez en la que se le indica que su cédula de ciudadanía sería impresa y enviada de manera preferencial a la Registraduría donde la había solicitado (folio 25), de la cual la entidad solicitó al despacho que le fuera notificada al peticionario (folio 24).  Así mismo, obra constancia de la Auxiliar de Magistrado que da cuenta que si bien no fue posible comunicarse con el señor García Velásquez, toda vez que el número de celular que aportó en la demanda de tutela permanece apagado, la misma pudo establecer conversación con la Auxiliar de la Registraduría del Estado Civil del Municipio de Mistrató, Lorenza Alcalde Palomino, al teléfono fijo No.3526381, quien le informó que el 26 de septiembre de 2016, siendo las 8:00 a.m. le fue entregado el duplicado de la cédula de ciudadanía al señor García Velásquez (folio 38).”

(…)

“Por lo anterior y frente a la actuación de las entidades accionadas, la Sala concluye que se ha configurado una carencia actual de objeto por hecho superado; en tal sentido, el propósito de la acción de tutela  pierde su razón de ser, toda vez que su objeto es la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley y en el caso sub examine la situación de hecho que originó la supuesta vulneración del derecho reclamado por el actor desapareció, no existiendo orden alguna que impartir.”

Citación jurisprudencial: PERSONALIDAD JURÍDICA - Sentencia T-763 de 2013. / DERECHO DE PETICIÓN - Sentencia T-142 de 2012. / Sentencia T-377 de 2000. / Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994. / HECHO SUPERADO - sentencia T-358 de 2014 /

--------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, treinta (30) de septiembre  de dos mil dieciséis (2016) 

Proyecto aprobado por Acta No.894
Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Se decide la acción de tutela presentada por el señor Gabriel Antonio García Velásquez en contra de la Registraduría Nacional del Estado Civil, mediante la cual pretende el amparo de sus derechos fundamentales de petición, a la personalidad jurídica y al sufragio.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
2.1. Indicó el señor Gabriel Antonio García Velásquez que a raíz de la pérdida de su cédula de ciudadanía en el mes de noviembre de 2015, se dirigió al mes siguiente a la Registraduría del Estado Civil del municipio de Mistrató, Risaralda, con el fin solicitar un duplicado de dicho documento, sin que a la fecha de instaurar la presente acción de tutela, hubiera obtenido la expedición del mismo, lo que consideró una vulneración a sus derechos fundamentales petición, a la personalidad jurídica y al sufragio.

Por lo anterior, solicitó que se amparen los derechos antes mencionados y en tal sentido, se ordene a la entidad demandada que en un término no mayor a 48 horas, le entregue la cédula de ciudadanía.

El actor adjuntó copia de la contraseña de la su cédula de ciudadanía (folio 5).

2.2. Mediante auto del 13 de septiembre de 2016 se avocó el conocimiento de la demanda de tutela, se ordenó correr traslado de la misma a la accionada y se vinculó a las Delegadas de la Registraduría Nacional del Estado Civil de Pereira y Mistrató (folio 13).
3. RESPUESTA A LA DEMANDA

3.1. REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL
Luego de indicar el proceso de producción de la cédula de ciudadanía, señaló que al accionante en momento alguno se le han vulnerado derechos fundamentales, toda vez que al mismo le fue entregada  una contraseña de su documento en trámite, lo cual suple las veces de la cédula de ciudadanía para efectos de identificación.

Así mismo, informó que la Coordinadora del Grupo Jurídico DNI solicitó la colaboración para que por intermedio del despacho se le notificara al accionante, quien aportó como dirección la vereda Puerto Nuevo, finca la Esmeralda, la respuesta emitida por esa dependencia, en el sentido de que el duplicado de su cédula sería impresa y enviada de manera preferencial a la Registraduría donde fue solicitada.

Por lo anterior, solicitó que se denegara la presente acción de tutela  (folios 20-22).

Adjuntó copia de la respuesta dirigida al señor García Velásquez (folio 25).

3.2.  REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL – DELEGADA DEPARTAMENTAL DE RISARALDA
Explicó que la entidad a través de la Registraduría Municipal de Mistrató expidió la contraseña al accionante, la cual tiene toda validez como documento de identidad y como comprobante de documento en trámite, certificando que la cédula de ciudadanía se encuentra pendiente de entrega.  

Informó que el 2 de diciembre de 2015 se identificó una inconsistencia en cuanto el municipio de nacimiento del accionante, ya que el que figuraba en la solicitud del documento no correspondía con el del registro civil de nacimiento, lo cual fue subsanado el 8 de julio de 2016 mediante la actualización de las tablas de interfaz registro civil.  Posteriormente, el 2 de agosto la solicitud de duplicado quedó insertada exitosamente y continuó su trámite. El 31 de agostos de 2016 se realizó la autorización pertinente y se ordenó la impresión del documento solicitado, la cual se puso a disposición en la Registraduria Municipal de Mistrató, la que aún no ha sido reclamada.

Por lo anterior, consideró que se configura la carencia actual de objeto por hecho superado.  En tal sentido, solicitó que se declare terminada la acción de tutela, ya que no se han vulnerado derechos fundamentales al señor García Velásquez. (Fls. 28-30)
Adjuntó copia de la relación de “detalle eventos solicitudes MTR-AFIS-ICPS-FABRICA” (Fls. 31-37)
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000

4.2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.3 Problema jurídico 

4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si la entidad demandada vulneró derechos fundamentales al señor Gabriel Antonio  García Velásquez que amerite la intervención del juez constitucional.

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.5.1. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”
4.5.2. En lo que respecta al derecho a la personalidad jurídica, la Corte Constitucional ha dicho que “comprende la posibilidad de que los seres humanos posean determinados atributos que constituyen la esencia de su personalidad jurídica e individualidad como sujetos de derecho, lo cual se acredita mediante la cédula de ciudadanía cuyo fin, de acuerdo a la jurisprudencia constitucional, es el de (i) identificar a las personas; (ii) permitir el ejercicio de sus derechos civiles y; (iii) facilitar su participación en la democracia. La Corte ha garantizado en diversas ocasiones el derecho fundamental a la personalidad jurídica y al debido proceso cuando oficiosamente la Registraduría Nacional del Estado Civil cancela una cédula de ciudadanía por doble cedulación sin ofrecer la oportunidad a las personas afectadas de ejercer su derecho a la defensa.” (Ver Sentencia T-763 de 2013)
4.6.  DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1. Acudió el promotor de la acción constitucional con el fin de que le fueran amparados sus derechos fundamentales al reconocimiento de la personalidad jurídica, al sufragio y el de petición en atención a que desde el mes de diciembre de 2015 solicitó ante la Registraduría del Estado Civil del municipio de Mistrató que se le expidiera un duplicado de su cédula de ciudadanía, toda vez que el mes anterior la había perdido, sin que hubiera obtenido respuesta sobre su solicitud.
4.6.2. Este Tribunal advierte que si bien es cierto en principio la Registraduría Nacional del Estado Civil había omitido dar una respuesta al accionante, también lo es que en el transcurso de trámite de la demanda de tutela, se logró determinar que esa dependencia emitió una respuesta dirigida al señor Gabriel Antonio García Velásquez en la que se le indica que su cédula de ciudadanía sería impresa y enviada de manera preferencial a la Registraduría donde la había solicitado (folio 25), de la cual la entidad solicitó al despacho que le fuera notificada al peticionario (folio 24).  Así mismo, obra constancia de la Auxiliar de Magistrado que da cuenta que si bien no fue posible comunicarse con el señor García Velásquez, toda vez que el número de celular que aportó en la demanda de tutela permanece apagado, la misma pudo establecer conversación con la Auxiliar de la Registraduría del Estado Civil del Municipio de Mistrató, Lorenza Alcalde Palomino, al teléfono fijo No.3526381, quien le informó que el 26 de septiembre de 2016, siendo las 8:00 a.m. le fue entregado el duplicado de la cédula de ciudadanía al señor García Velásquez (folio 38).
4.6.3. De acuerdo a lo anterior, esta instancia en sede de tutela no está llamada a emitir un pronunciamiento ante la carencia actual de objeto, y por ende, no encuentra orden alguna que deba proferir en aras de proteger el derecho fundamental de petición  invocado por el accionante, lo que encuentra su fundamento en lo dispuesto en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, que reza: “Artículo 26. Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes….”

4.6.4. Con respecto a la figura del hecho superado, la Corte Constitucional en sentencia T-358 de 2014 reiteró lo siguiente:  

“La naturaleza de la acción de tutela estriba en garantizar la protección inmediata de los derechos fundamentales. Entonces, cuando cesa la amenaza a los derechos fundamentales de quien invoca su protección, ya sea porque la situación que propiciaba dicha amenaza desapareció o fue superada, esta Corporación ha considerado que la acción de tutela pierde su razón de ser como mecanismo de protección judicial, en la medida en que cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto carecerá de fundamento fáctico. En este sentir,  el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden alguna de protección del derecho fundamental invocado, de suerte que la Corte ha entendido que una decisión judicial bajo estas condiciones resulta inocua y contraria al objetivo constitucionalmente previsto para la acción de tutela[2]. 
 
(…)  El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío[4]. Lo anterior se presenta, generalmente, a partir de dos eventos: el hecho superado o el daño consumado.

 

2.3.3.  Por un lado, la carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo, razón por la cual cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. 

 
Respecto a la carencia actual de objeto por hecho superado, la Corte ha indicado que el propósito de la acción de tutela se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley.   El hecho superado se presenta cuando, por la acción u omisión (según sea el requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación de tal manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. ”[7]. 
Por lo anterior y frente a la actuación de las entidades accionadas, la Sala concluye que se ha configurado una carencia actual de objeto por hecho superado; en tal sentido, el propósito de la acción de tutela  pierde su razón de ser, toda vez que su objeto es la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley y en el caso sub examine la situación de hecho que originó la supuesta vulneración del derecho reclamado por el actor desapareció, no existiendo orden alguna que impartir.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado dentro de la acción de tutela presentada el señor Gabriel Antonio García Velásquez en contra de la Registraduría Nacional del Estado Civil.  
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 
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